Comisión de Asuntos 
Internacionales Versión Taquigráfica N* 1408 de 


Carpetas Nos. 1190 de 2007 
2006 y 1258 de 2007 


CONVENIO CON LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE 
VENEZUELA RELATIVO A LA 
NUEVA TELEVISIÓN DEL SUR 
(ver exposición) 


ACUERDO DE SEDE CON EL MERCADO COMÚN DEL SUR 
PARA EL 
FUNCIONAMIENTO DEL PARLAMENTO DEL MERCOSUR 
(ver exposición) 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 12 de diciembre de 2007 


(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señor Representante Daniel Peña Fernández. 


MIEMBROS: Señores Representantes Washington Abdala, Roberto Conde, Rubén Martínez Huelmo, 
Juan José Piñeyrúa y Jaime Mario Trobo. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Víctor Semproni. 


SEÑOR PRESIDENTE (Peña Fernández).- Habiendo número, está abierta la reunión. 
SEÑOR SECRETARIO.- Quiero darles algunas informaciones. 


El economista Cancela habló con el señor Diputado Varela Nestier y quedó en que iba a mandar por escrito la 
respuesta de lo que se le había solicitado en relación con aquel dinero. 


Por otra parte, el señor Portillo, Director General de Asuntos Consulares, va a hacer una reunión en el 
Cabildo el día viernes a las 18 y 30 horas, porque es el cierre de los Consejos Consultivos. Me dijo que les 
mandó la invitación por mail, pero que no entraba el "attachment". Ahora el señor Presidente me dice que a él 


sí le llegó. 


Asimismo, el señor Ministro Lepra me dijo que nos va a contestar cuándo viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recién estuve con el señor Ministro Lepra en lo relativo a la Cumbre 
Iberoamericana y me dijo que tenía pensado venir el 27 o el 28 de diciembre. No sé si estamos 
autorizados a sesionar en el receso. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Creo que ya se votó la autorización. 
SEÑOR SEMPRONL. Sí y si no se hizo todavía, se hará en cualquier momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el señor Diputado Martínez Huelmo tuvimos una información errónea 
sobre los grupos de amistad con Venezuela y con Cuba. Pensamos que estaban firmados y todavía no lo 
estaban. Hay total disposición para hacerlo, por lo cual tendríamos que formalizarlos a través de la 
Presidencia y sacarlos para la semana próxima. Tenemos designados los integrantes, pero no se dio una 
instancia formal, ni tenemos un protocolo. 


Se entra al orden del día con la consideración del asunto que figura en primer término del orden del día: 
"Convenio con la República Bolivariana de Venezuela relativo a la Nueva Televisión del Sur". 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Según reza en la última versión taquigráfica, creo que la oposición 
tenía algunos elementos para expresar al respecto. 


SEÑOR TROBO.- En realidad, nosotros no estamos de acuerdo con este proyecto y, obviamente, nos 
interesa discutir en la Comisión el alcance de sus propósitos. 


Ya hicimos alguna consideración de carácter político en ocasión de que el tema se analizara en otras 
oportunidades en relación con la conveniencia de que Uruguay participara de este proyecto relativo a la 
Nueva Televisión del Sur. Cuando estuvo aquí el señor Ministro de Educación y Cultura, parte de nuestra 
preocupación tenía que ver con la organización, con el tipo de sociedad de la que Uruguay pasaba a formar 
parte en este proyecto, razón por la cual solicitamos al señor Ministro que nos enviara la constitución de la 
sociedad anónima para poder dar lectura a sus estatutos. Es bueno señalar que efectivamente lo recibimos, 
pero con retraso, porque demoró bastante este envío. Nosotros creíamos que, en realidad, este tema lo tenía la 
parte uruguaya, como corresponde, dentro de los antecedentes. Reitero que nos llegó, con cierto retraso, el 
texto de la sociedad que Uruguay integraría en el caso de que, obviamente, el convenio se aprobara y de que 
el Gobierno uruguayo estuviera en condiciones de integrar esta organización. 


De la lectura del estatuto de la sociedad anónima surgen, a nuestro juicio, algunas severas dudas que nos 
sugieren convocar nuevamente al señor Ministro de Educación y Cultura, porque nos parece que al menos 
debemos tener constancia de la opinión del Gobierno respecto a esas dudas que se plantean. 


En términos generales, podemos agrupar nuestras dudas en dos grandes capítulos. El primero podría ser 
titulado como nula capacidad del Uruguay de influir en los negocios de la empresa. Está claro que este 
acuerdo provee al Gobierno del Uruguay de las potestades jurídicas para integrar una sociedad anónima bajo 
el Derecho venezolano. Nosotros hemos encargado que se lea el estatuto de esta sociedad y de allí surge que 
la parte uruguaya no tiene posibilidad alguna de influir en las decisiones de la empresa, porque estas se 
toman por mayoría, la mayoría la tiene la parte venezolana y, en ningún caso, para ningún tipo de decisión, 
hay una cláusula que establezca un condicionamiento que suponga la opinión de los socios minoritarios en 
esta sociedad anónima 


Dentro de ese capítulo de la nula capacidad de influir en los negocios de la empresa, hay un aspecto que nos 
ha llamado poderosamente la atención: que Uruguay no tiene un representante en la sociedad anónima. En el 
texto del estatuto se establece que hay un representante de la República Argentina, uno de la de Bolivia y uno 
del Instituto Nacional de Radio y Televisión de la República de Cuba, pero no se establece que haya uno de la 
República Oriental del Uruguay. Se podrá imaginar, señor Presidente, que para nosotros, que no encontramos 
en los antecedentes ningún tipo de explicación, es muy importante la información que nos pueda brindar el 
señor Ministro quien, además, no se refirió a esto en la visita que hizo a la Comisión. 


Siempre en el marco de la nula capacidad de Uruguay de influir en los negocios de la empresa, adviertan los 
señores Diputados que la única diferencia que hay entre los que integran la sociedad anónima es que, por 


ejemplo, la República de Bolivia, que tiene un 5% del capital accionario, según el texto de la sociedad 
anónima, tiene un representante. El Uruguay -que allí tiene un 10% y que, por una capitalización posterior 
que hubo tiene un 7%, o sea que desde ya hay una diferencia con el proyecto original que recibimos aquí-, no 
tiene representante en la Junta Directiva de esta sociedad anónima. Como decía, las decisiones en las 
asambleas de accionistas también están establecidas en la constitución de la sociedad anónima, que señala 
que la asamblea de accionistas solamente se puede constituir válidamente si se encuentran presentes 
accionistas que representen, por lo menos, al 60% del capital social, y que las decisiones se tomarán por 
mayoría de presentes. Quiere decir que si la mayoría del capital lo tiene Venezuela -nuestro país tiene apenas 
un 7%-, el Uruguay no cuenta para la conformación de las mayorías que hagan operativo el funcionamiento 
por su sola voluntad, ni tampoco para pesar en las decisiones que tome esa asamblea de accionistas una vez 
que se constituya. Por supuesto, tenemos algunas otras puntualizaciones respecto a lo que significaría esto en 
la práctica, pero nos gustaría ahondar en ellas en un diálogo con el señor Ministro de Educación y Cultura. 


El otro gran capítulo que surge de la lectura de la constitución de la sociedad anónima y, efectivamente, de la 
comparación con el tratado que tenemos a estudio, es el que tiene que ver con la falta de especificidad de las 
obligaciones que asume el Uruguay. 


El convenio que tenemos a estudio, en su cláusula primera, tiene una redacción que a nuestro juicio es 
absolutamente inconveniente. No se establece claramente la delimitación de las obligaciones que asume 
Uruguay y al no estar establecidas, tampoco se pueden estimar los costos que el propósito de incluirse en este 
Acuerdo puede tener para Uruguay, y quién es el responsable de esos costos. En el literal C) de la cláusula 
primera se determina: "Establecer comunicación a través de enlace satelital con Venezuela para la emisión en 
directo de segmentos de noticias", pero allí no se dice qué obligaciones y responsabilidades asume Uruguay; 
no se sabe si va a ser todos los días, varias veces por día, en qué horario, durante cuánto tiempo. 
Naturalmente, no es necesario que el ciento por ciento de los detalles estén contenidos en el convenio, pero lo 
menos que podría pedirse es qué se tomará como parámetros, es decir, una limitación. Puede ocurrir que se 
nos demande que la obligación que asume Uruguay de realizar ese enlace mañana sea en forma permanente y 
de ese modo tengamos que cumplir con lo que hemos comprometido en forma tan genérica, en el marco de 
un Tratado internacional, cuando nuestro país los ha respetado siempre con orgullo. No nos parece que la 
imprecisión en las normas sea una garantía que nos permita saber qué tipo de compromisos se asumen desde 
hoy. 


O sea que realmente no tenemos idea de las obligaciones que asume Uruguay, de cuál es su alcance y qué 
costo tienen. No sabemos si Uruguay asume obligaciones por US$ 10.000, por US$ 100.000, por US$ 
1:000.000 o por US$ 10:000.000; no lo sabemos. En la decisión parlamentaria también hay una concesión de 
confianza -por algo se pide al Parlamento la opinión-, no solamente respecto al alcance jurídico de una norma 
sino también a la consecuencia económica, teniendo en cuenta que en algunas de las expresiones que se han 
escuchado sobre este proyecto se habla de la ventaja que Uruguay tendría en términos económicos de 
introducirse en este Acuerdo. 


Hay algunos aspectos que tienen que ver con el texto propiamente dicho de la constitución de la sociedad 
anónima. Hay uno que tiene que ver básicamente con la eventual falta de una foja dentro del documento que 
nos mandó el Ministerio de Educación y Cultura. Si bien en el documento, en el paquete están todas foliadas 
en forma secuencial, de la lectura cuidadosa del texto del estatuto de la sociedad anónima surge que falta una 
hoja, porque el texto que figura en una página no coincide con el que continúa en la página siguiente. Lo digo 
para que quede constancia aquí y los colegas lo puedan analizar; es en la cláusula sexta, referida a una 
modificación que se hizo en junio de 2007 del texto del acta de la sociedad anónima. La diferencia está entre 
la foja 73 y la 74 donde se puede apreciar claramente que hay una descoordinación entre los textos que 
figuran en una y otra parte. 


A nosotros en este tema nos anima un propósito constructivo desde la perspectiva de que Uruguay no se 
comprometa a cosas que le son inconvenientes. La conveniencia se puede medir en los aspectos jurídicos y 
políticos. En cualquier caso -desde ya decimos que estamos en desacuerdo con la aprobación de este 
convenio por razones políticas, de conveniencia y también jurídicas-, creemos que la prudencia aconseja que 
se revise en profundidad el nivel de compromiso que Uruguay asume con la aprobación de este tratado. Por 
esta razón es que no queremos que esto quede sometido al trámite sumario de la convocatoria de voluntades a 
favor o en contra de un asunto, sino que pretendemos que se realice un estudio profundo en virtud de las 
consecuencias que la aplicación de un acuerdo de estas características puede tener para nuestra 


Administración. En ese sentido, estamos planteando la necesidad de convocar nuevamente al señor Ministro 
de Educación y Cultura para analizar la constitución de la Sociedad Anónima Telesur, en especial teniendo en 
cuenta aquellos aspectos que hemos analizado en esta breve exposición y que tienen que ver con la capacidad 
de Uruguay de influir en las decisiones de la empresa y en el alcance de los compromisos que se asumen en 
el acuerdo para que estos puedan ser precisados más específicamente. 


SEÑOR CONDE.- Ya hemos tenido una explicación exhaustiva de los contenidos del acuerdo. Tal vez 
puede surgir algún aspecto del estudio del estatuto de Telesur que sea útil o interesante tener en cuenta, 
como este tema de la participación en el Directorio o el hecho de que estrictamente se pueda resolver 
sin Uruguay en la asamblea de accionistas, lo que ocurre en casi todas las sociedades anónimas del 
mundo, porque es muy difícil encontrar sociedades anónimas en las que alguien tenga el ciento por 
ciento del capital; las hay, pero supongo que hay millones en donde parte de los accionistas no tienen 
poder de decisión, porque para ello necesitan el 40%, 45%, 50% o 60% del capital de acuerdo con lo 
que diga el estatuto. 


El comentario vale que sea tomado en cuenta, pero también en rigor puede decidirse sin Bolivia, sin 
Argentina o sin la presencia de cualquier otro, porque ninguno de ellos llega a tener por sí solo el 41% del 
capital que le daría poder de veto en la decisión de la asamblea. 


A partir de estas observaciones, quiero dejar en claro que el Gobierno de Uruguay tiene la voluntad de firmar 
e instrumentar este convenio porque no consideramos que estos aspectos constituyan suficiente falta de 
garantía. Lo que estamos priorizando es abrir un ámbito de cooperación, que para nosotros ya tiene las 
garantías suficientes, a pesar de estas observaciones que se hacen, que las consideramos razonables. Para 
nosotros el convenio tiene las garantías suficientes como para que podamos entrar en este trabajo de 
cooperación con Telesur, suscribiendo parte del capital, brindando nuestras contraprestaciones y, en suma, 
siendo parte del proyecto. 


Además -esto es lo que me importa resaltar-, el convenio establece en sus artículos tercero y cuarto los 
mecanismos de controversia y de denuncia. Se dice que las controversias serán resueltas mediante 
negociaciones directas entre partes por la vía diplomática. Por lo tanto, el acuerdo estará sujeto 
permanentemente a negociaciones directas entre las partes, entre Telesur y el Gobierno uruguayo. Las partes, 
o nuestra parte, sin necesidad de acudir a ningún tribunal, puede actuar cuando quiera por vía diplomática 
para plantear modificaciones de los términos. 


Quizá lo más importante de señalar sea que, frente a los riesgos que se mencionan, de que Uruguay quede 
especialmente obligado por consecuencias no previstas, en tanto las obligaciones no son del todo específicas 
como se ha dicho aquí -aunque nosotros creemos que sí-, en el artículo cuarto se establece que el Gobierno 
uruguayo puede hacer caer este convenio cuando quiera, por su sola voluntad. Y cuando hablo del Gobierno 
hablo también del Poder Legislativo, porque puede pedir todos los informes que quiera al Poder Ejecutivo 
sobre la aplicación de este convenio. Por lo tanto, nosotros podemos saber permanentemente qué pasa con 
este convenio. Si consideramos que es insatisfactorio, que implica riesgos que no queremos asumir, que no 
nos sirve por alguna razón, nuestra parte, la uruguaya, puede hacerlo caer cuando quiera, solo que cae a los 
seis meses de que Uruguay notifique a la otra parte su deseo de denunciarlo. En suma, solamente tenemos 
que esperar seis meses, pero podemos hacerlo caer cuando queramos. 


De modo que como tenemos esta herramienta en nuestras manos es voluntad del Gobierno seguir adelante 
con ella y, si es necesario perfeccionarla en algún término, lo haremos sobre la marcha. Sinceramente, 
creemos que no vale la pena seguir demorando su aplicación. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Quiero hacer un aporte más bien de naturaleza jurídica sobre lo 
que decía el señor Diputado Conde. 


Si bien es cierto que el punto Cuarto del convenio plantea lo que en derecho se llama el "receso unilateral" -o 
sea, la posibilidad de que una parte pueda hacer caer el convenio por voluntad única-, también es cierto que 
lo que está en ejecución, como remata este mismo punto, se tiene que continuar. Uno puede establecer la 
caída del convenio "in totum", pero aquello que está en línea de ejecución tiene que continuar. Así lo dice el 


propio punto Cuarto del convenio que establece: "La terminación de este Convenio no afectará la conclusión 
de los proyectos y programas formalizados durante su diligencia o aquellos que se encuentren en ejecución". 


Hago solamente esta anotación para colaborar con la claridad del episodio. 


SEÑOR TROBO.- Lo que quiero decir es que de sociedades anónimas con estatutos especiales que 
ingresen la cláusula de oro para que los accionistas minoritarios puedan tomar decisiones sobre temas 
a veces fundamentales de la gestión de la empresa, existen ejemplos en el mundo entero. El señor 
Diputado Conde no me puede decir que todas las sociedades anónimas se rigen por el mismo criterio 
que está establecido en esta. Si Uruguay acepta esta sociedad anónima es porque quiere esta sociedad 
anónima y porque tiene la vocación de no intervenir, no tomar decisiones y admitir que la mayoría la 
maneje Venezuela. Eso está muy claro. 


Quiero expresar al señor Diputado Conde que hay sociedades mixtas en el Uruguay que hoy en día reparan 
para el Estado en la acción de oro. El caso más claro es el de la Terminal Cuenca del Plata. El señor Diputado 
Conde sabe que en ese contrato el Estado uruguayo es socio minoritario y que hay una serie de decisiones 
que están sometidas a que el socio minoritario las apruebe o no, y tienen que ver con la gestión de la 
empresa. Entonces, pido que por lo menos se tenga en cuenta de que el argumento de que todas las 
sociedades anónimas son iguales no es válido. 


Yo admito que el Gobierno quiera introducir al Uruguay en el compromiso de que se haga con él lo que se 
quiera. Más bien no lo admito; por lo menos desde nuestra visión es inadmisible. Pero que no se use como 
argumento que no hay más remedio que ingresar a este tipo de sociedad anónima. Porque además, se usa el 
argumento de que estamos hablando de cooperación, de intercambio y de apoyo mutuo, y me parece que el 
término "cooperación" tiene un contenido que va un poco más allá de la frialdad del régimen que puede tener 
una sociedad anónima de estas características. La verdad es que hubiese visto con sorpresa pero sin duda 
alguna con buena voluntad el hecho de que un Gobierno extranjero dijera "Como esto es una cuestión de 
cooperación tan importante, queremos que participen activamente en la toma de decisiones de la empresa". 
Detrás de esto es notorio que hay interés decisivo de Venezuela de tener socios en un proyecto de 
comunicaciones con un perfil claramente ideológico. De eso no hay ninguna duda. Lo han dicho quienes 
dirigen el proyecto Telesur; lo ha dicho el Ministro de Comunicaciones de Venezuela. 


La cuestión a discutir es si Uruguay acepta esto en los términos que he señalado. Reitero: yo creo que el 
Gobierno tiene que venir a explicar a la Comisión cuál es el alcance de la participación de Uruguay en este 
documento porque, por más que el señor Diputado Conde señale que el Gobierno está decidido a votarlo, que 
yo sepa, el Gobierno no explicó en profundidad el alcance de la sociedad anónima. Es más: cuando el señor 
Ministro estuvo en la Comisión -el señor Diputado Conde lo recordará- no hizo referencia al alcance de los 
contenidos del acta o del estatuto de la sociedad anónima. Es decir que nosotros estamos trayendo aquí un 
debate novedoso que merece el mínimo respeto de decir "Muy bien, vamos a aclarar las dudas". A mí no se 
me aclaró ninguna duda. A mí se me dijo, en primer lugar, que las sociedades anónimas son todas iguales, 
cosa que no es cierto, y, en segundo término, que a juicio del Gobierno estaba estimado el alcance de las 
responsabilidades que Uruguay asumía con este Tratado. ¡Y no está estimado! Por el solo hecho de decirlo no 
surge por generación espontánea, señor Diputado. Aquí no se dice lo que Uruguay va a hacer, qué es lo que 
está comprometido a hacer, cuál es el alcance de lo que va a hacer. Y yo creo que es muy importante que 
quede constancia en los anales parlamentarios de cuáles son los compromisos que asume Uruguay. De lo 
contrario, tendremos que decir, como corresponde, que alegremente se está asumiendo un compromiso sin 
saber qué alcance tiene. 


Esos aspectos para mí son sustanciales y merecen para el buen debate parlamentario, nada más ni nada menos 
que de un tema de relaciones internacionales, una consideración responsable. 


Nosotros en general hemos sido muy abiertos para aprobar y comunicar rápidamente los Acuerdos que 
Uruguay firma. Pero se deberá entender que cuando uno tiene dudas y quiere aclararlas, es importante que 
quede constancia de ello. 


No se puede pretender, en ancas de una voluntad política, que se ponga de manifiesto de forma inmediata que 
se da respuesta a las preguntas que hicimos, y que las seguimos sosteniendo. Creemos que es el Ministerio de 


Educación y Cultura -que es el patrocinante de este proyecto- el que tiene que venir a explicarnos el alcance 
de esas responsabilidades. Por eso insistimos en la necesidad de profundizar en este tema. 


Además, creemos que le estamos haciendo un bien al Gobierno. Lo digo para que quede constancia en la 
versión taquigráfica porque ya lo he dicho fuera de actas: este proyecto no es conveniente para el Uruguay, y 
menos en las circunstancias actuales. No es conveniente; Uruguay no tiene que seguir profundizando sus 
niveles de compromiso político sino sus niveles de compromiso comercial, su interés económico. Pero ¡basta 
ya de este derrotero en el cual estamos desperfilando la imagen de independencia que la República Oriental 
del Uruguay tiene que tener, que ha tenido históricamente, que todos hemos defendido y por la que todos 
trabajamos desde nuestra perspectiva! 


Los ejemplos están sobrados. Hemos tenido que soportar que días pasados Canal 5 emitiera, por la televisión 
oficial, una producción realizada por Telesur, apologística de los piqueteros argentinos. ¿Libertad de prensa? 
¿Libertad de expresión? Hay una cuestión que es elemental: cuidar el interés nacional. Que pasen los canales 
que quieran y que a través del cable la gente pueda integrarse a cualquier televisión del mundo para ver un 
programa apologístico de los piqueteros. Pero no hay derecho a tener que soportar que el Canal 5, el canal 
oficial, emita un programa realizado por Telesur, a la que queremos ingresar a ser socios, que es apologístico 
del daño que nos están causando a los uruguayos, porque eso ya es abrir la puerta a las tres de la mañana, 
tirar la llave y pedir a los ladrones que pasen. Esas son las cosas que nos preocupan. 


El nivel de sensibilidad que tiene que tener un país para defenderse debe ir también por estos caminos. Este 
es un camino en el cual, a lo que ha pasado, se van a agregar otros daños, otros males, que es que vamos a 
estar obligados a aceptar que pasen esas en el Uruguay, vengan de donde vengan -por supuesto siempre de 
este origen-, sin tener ninguna capacidad de decisión. Es por eso que apelo a la responsabilidad, a la 
sensibilidad y al buen criterio con el cual se debe asumir una responsabilidad como la que se asume en este 
caso. 


Además, los tratados no se firman para romperlos, sino para cumplirlos. Y por supuesto que las cláusulas de 
contingencias que establecen las formas en que se resuelven las diferencias en los tratados constituyen un 
capítulo principal, pero uno no empieza a redactar los tratados por abajo. Uno no empieza diciendo: "Artículo 
1). En caso de discrepancia, el tema se resolverá de mutuo acuerdo entre las partes, podrán romper el tratado 
o tendrán que ir a un tribunal internacional". No, primero se establecen todas las obligaciones que se asumen, 
y esa es la última: qué pasa si no nos ponemos de acuerdo. 


Por esa razón hacemos una apelación a la sensibilidad, al buen criterio de los parlamentarios del Gobierno 
con el fin de poder seguir estudiando este tema con la profundidad que corresponde y, en particular, para 
poder tener las respuestas que merecemos recibir respecto de los comentarios que hemos hecho sobre la 
constitución de la sociedad anónima Telesur. 


SEÑOR CONDE.- En primer lugar, a efectos de la claridad de la versión taquigráfica quiero aclarar 
que yo en ningún momento dije que todas las sociedades anónimas fueran así. Si lo hubiera dicho 
hubiese sido un error muy grueso que, dadas lo que han sido mis especialidades de mi trabajo, suelo no 
cometer. Dije que había millones de sociedades anónimas así. Esa fue la expresión que utilicé. Y 
seguramente las hay, por lo que a nosotros no nos resulta en absoluto extravagante el estatuto de 
Telesur. Nos resulta un estatuto normal. 


En segundo término, no es que caigamos en una actitud irrespetuosa frente a lo que pide el señor Diputado 
Trobo, sino que estamos convencidos de que no es prioridad para nuestro Gobierno cambiar el estatuto de 
Telesur para suscribir el convenio. Estamos en condiciones de suscribir el convenio con este estatuto de 
Telesur, porque evaluamos de manera distinta los riesgos y los compromisos que estamos asumiendo. No 
creemos que haya riesgos significativos, y además tenemos la libertad de denunciarlo, recogiendo la 
observación que hace bien el señor Diputado Washington Abdala, pero aun así. 


En el acuerdo y en la contraprestación, aportamos veinte horas mensuales de producción de contenidos 
uruguayos. Somos nosotros los que definimos los contenidos de las veinte horas de transmisión. Luego 
asumimos el compromiso de colaborar en la formación permanente de recursos humanos para Telesur. ¿Qué 
riesgo puede asumir eso? Nosotros no vemos en eso un gran riesgo. Inclusive, hasta puede servir para formar 
nuestros propios recursos humanos. 


Sin duda que el literal C) del punto Primero del Convenio puede señalarse como el mayor compromiso y 
quizá el mayor riesgo para algunos -no para nosotros- ya que dispone "Establecer comunicación a través de 
enlace satelital con Venezuela para la emisión en directo de segmentos de noticias" y no está previsto aquí de 
qué forma nosotros filtraremos esas noticias, si es que las vamos a filtrar o no, si las vamos a seleccionar en 
primera instancia o no. Se establece "emisión en directo", lo que quizás esté sugiriendo que según este 
acuerdo no debamos de hacer una evaluación previa, pero podemos acordar qué programas en directo 
queremos transmitir, no se nos coarta esa posibilidad en ningún lado; queda abierto a "Establecer 
comunicación a través de enlace satelital", y nosotros diremos qué comunicación, qué programas y 
evaluaremos. Si vemos que los programas desde el más variado punto de vista -cultural, comunicacional, 
etcétera- no tienen la calidad ni la objetividad que merece el público uruguayo, a quien nosotros sí debemos 
representar, pues haremos las observaciones que haya que hacer y bajaremos del aire lo que haya que bajar 
porque aquí no nos establecen ninguna condición. Es una propuesta abierta en la que asumimos el 
compromiso de transmitir, pero nadie nos dice qué, cuándo ni cómo tenemos que transmitir. Queda abierta, y 
por eso mismo se establece una Comisión de seguimiento entre las partes que va a estar evaluando el 
convenio. 


Luego en el literal D) se establece: "Financiamiento de la corresponsalía de Telesur". No se nos fija ninguna 
condición; lo hacemos como nosotros queremos. Su sede, su infraestructura y su personal será propuesto por 
el Ministerio de Educación y Cultura. Nosotros decimos lo que queremos hacer, cuándo, cómo y cuánto 
implica de gasto; nosotros, sin que nadie nos determine ninguna condición adicional. 


Más adelante, en el literal E) se establece el compromiso de "Promover la distribución de la señal satelital de 
Telesur". Promover no implica transmitir ni asumir el compromiso de que esa señal tenga que ser transmitida 
una equis cantidad de tiempo, que tenga que estar al aire en algún lado; se trata de promover. 


Por lo tanto, este convenio tiene claramente un perfil de búsqueda de colaboración para un proyecto 
comunicacional donde las condiciones que se nos imponen no son para nada riesgosas. Reitero: mantenemos 
siempre la puerta abierta para hacer caer este convenio cuando queramos, y no es un obstáculo para el 
Gobierno. Insisto, frente a las argumentaciones que se han dado: no es que nos neguemos a dar información o 
a seguir discutiendo, porque me parece que discutir sobre el porcentaje de acciones que deciden según el 
estatuto de Telesur no agrega nada. El estatuto ya está arriba de la mesa, es conocido y nosotros estamos 
dispuestos a integrarnos con ese estatuto. 


Por lo tanto, nos parece que la discusión se ha producido y reitero la conclusión de mi intervención anterior: 
no vale la pena demorar la aplicación del Convenio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, quiero destacar que siempre hemos accedido al pedido de un 
legislador de llamar a quien corresponda cuando se han planteado inconvenientes. Y quiero plegarme a 
las palabras del señor Diputado Trobo, felicitarlo por el exhaustivo estudio del Convenio y sobre todo 
por haber hallado algo que se nos pasó a todos: que hasta falta una página en lo que se nos mandó. No 
sé qué puede haber en esa página, pero creo que no es un tema menor como para ni siquiera analizarlo. 


Creo que no es el momento para que el Uruguay esté firmando convenios, sobre todo respecto de una 
televisión que no tiene muchas opciones. El señor Diputado Conde decía que podemos elegir la 
programación, y quienes vemos la programación de vez en cuando podemos decir que no hay mucho para 
elegir ni muchas opciones en ese canal para poder hacerlo. También estoy dispuesto a que se vote este 
proyecto, saben que nuestra posición es hacerlo en contra, pero en la medida en que hay un legislador que 
pretende -y con justicia- ampliar la información, en principio vamos a acompañar ese pedido y que esto se 
haga con el convencimiento total de los señores Diputados. Esa es mi posición. 


SEÑOR TROBO.- Mociono para que se convoque al Ministro de Educación y Cultura. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta. 


(Se vota) 


Tres en seis: Negativa. 


SEÑOR CONDE.- Quiero fundar el voto brevemente. 


Nosotros consideramos que todo lo que se ha pedido al Ministerio lo ha enviado, que toda la información está 
arriba de la mesa, que discutir acerca de un estatuto de Telesur, que es una sociedad que ya está constituida y 
un estatuto que está legalmente aprobado, no va a agregar nada más que lo que ya dicen las páginas del 
estatuto que se ha puesto a nuestra consideración y hemos leído. 


De manera que, honestamente, estamos convencidos de que la información está toda. Es por esa razón que no 
hemos votado el llamado al señor Ministro y reitero que esto no significa ningún desconocimiento del 
derecho de los parlamentarios. 


SEÑOR TROBO.- Para fundar el voto, quiero dejar constancia de que nosotros estamos pidiendo la 
convocatoria del Ministro y que no se admite que así sea, para conocer la opinión del Ministerio sobre 
el acuerdo que crea la sociedad anónima, y en especial porque en el documento que nos envió el 
Ministerio, si bien hay una foliación correlativa de los documentos entre la hojas N* 73 y 74 nos falta - 
todos pueden verlo- un texto que no existe en ningún lado. Me gustaría que los señores Diputados lo 
miren: aquí está faltando un texto. Entonces, por lo menos debería tenerse la mínima consideración de 
responsabilidad hacia el trabajo parlamentario de informar al Cuerpo qué es lo que pasa con esa hoja, 
porque yo voy a preguntarlo en Cámara y espero que allí no se me responda con calladas y se dé la 
información que corresponde porque me parece que es una cuestión demasiado importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además está foliado y sellado. Así que no sé si no fue al propio Ministerio que 
se le pasó esta observación. Creo que no es un tema menor, sobre todo a la hora de considerar un 
proyecto de carácter internacional. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Nosotros, oportunamente, cuando presentamos el informe ya dimos 
los argumentos a favor. Por supuesto que no va a haber calladas en Sala. No la hubo en el VENESAT, 
que fue prorrogado hace poco por el satélite; no la hubo respecto del Hospital de Clínicas; nunca la 
hubo. Pero también sabíamos cuál iba a ser esta votación. Por Reglamento me está prohibido presumir, 
pero estoy seguro de que si mañana viene el Ministro, aunque diga maravillas igual no va a convencer 
a nadie, y que desde el comienzo ya se sabía que esta votación iba a salir tres a tres. 


Por lo tanto, hoy, en que celebramos la última sesión ordinaria, estoy dispuesto a votarlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Tres en seis: Negativa. 
Por lo tanto, habrá dos informes en minoría. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Quiero agendar un tema que me parece que puede ayudar para 
el próximo año. La semana pasada solicité la presencia del Ministro en base al convenio por el cual 
Uruguay estaría tratando de vincularse con Venezuela en el área del software, y la Comisión tuvo la 
amabilidad... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, quiero transmitirle que tuvimos una información al respecto al 
inicio de la sesión. 


SEÑOR ABDALA (don Washington). Sí, me mandaron la información. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Decía otra cosa, que hoy tuvimos un contacto con el Ministro Lepra y él tiene 


intención de venir el día 27 de diciembre. Si confirma esa fecha, nos comunicaríamos con todos los 
Diputados para concretar su comparecencia. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- El día me viene fabuloso, porque cuanto antes venga mejor, 
dado el interés que tenemos en el tema. Me parece importante que un ratito antes de esa 
comparecencia -lamento cargar un poco la agenda en esas fechas- tuviéramos la posibilidad de 
convocar a la Cámara del Software del Uruguay, que creo que es gente que también tiene algo para 
decir, son especialistas versados en el tema y nos podrían dar un parecer en torno al convenio que se 
quiere suscribir. 


También quisiera saber a qué hora se celebraría la reunión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En el día de mañana tendremos esa información. 


SEÑOR CONDE.- Quiero dejar constancia de que nosotros estamos a disposición el 27 de diciembre a 
cualquier hora del día. Si el Ministro así lo dispone, nuestra voluntad es garantizar el quórum de la 
sesión. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Excelente. 
(Diálogos) 


SEÑOR TROBO.- Quiero decir que yo no tengo pronto el informe respecto del convenio, lo voy a 
confeccionar pero no va a ser para hoy. Lo digo por si se pretende considerar el tema en forma urgente. 
¿Tenemos tiempo? 


SEÑOR CONDE.- Ya sabemos que hoy no va a ser. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Acordamos que el día en que concurra el Ministro también citaremos a la 
Cámara del Software. 


Se pasa al segundo punto del orden del día, relativo al acuerdo de sede con el Mercado Común del Sur para el 
funcionamiento del Parlamento del MERCOSUR. 


SEÑOR CONDE.- Este tema fue discutido en la sesión pasada y me parece que quedaba apenas un 
detalle para tomar la decisión final. Me refiero a un agregado a efectos de precisar el concepto de 
residencia que se había visto como necesario. Nosotros proponíamos, por sugerencia de la propia 
Cancillería, enviarlo al MERCOSUR como un protocolo adicional. 


Algunos señores Diputados planteaban la posibilidad de adicionar una frase en el texto del proyecto de ley 
por el que se aprueba el acuerdo, y nosotros decíamos que de esa forma se corría el riesgo de que fuera 
interpretada como la imposición de una condición unilateral por parte de Uruguay, en tanto el acuerdo había 
pasado por el Consejo del Mercado Común y había sido discutido por representantes de los cuatro países, por 
lo que resultaba delicado agregar algo en el texto. Dijimos que de todos modos, si había una propuesta, 
podíamos considerarla, sin asumir el compromiso de tener que adoptarla, pero que preferíamos ir por la vía 
sugerida por la Cancillería de efectuarlo como un protocolo adicional que fue redactado por asesores del 
Ministerio y que además, como dije en la sesión pasada, ya ha sido anunciado en la mesa del Parlamento del 
MERCOSUR y fue aceptado. 


Si hay alguna sugerencia, la escucharemos; de lo contrario, por nuestra parte el informe está culminado. 


SEÑOR TROBO.- Efectivamente, estuvimos conversando con el señor Diputado Conde respecto de 
este tema y me transmitía este espíritu de votar el acuerdo tal como viene. Nosotros seguimos con la 
idea de que sería necesario incluir un segundo artículo al proyecto de ley que esté vinculado a la forma 
en que Uruguay aplicará la cláusula de las inmunidades, sobre todo las tributarias y fiscales. En este 
momento no tenemos redactado un texto definitivo, pero lo vamos a manejar para proponerlo cuando 


se vote el proyecto -si es que se pretende tratarlo rápidamente- con el propósito que hemos señalado. 
Esto nos parece muy importante, porque una vez que se apruebe el acuerdo va a ser muy difícil que se 
pueda modificar, dado que el argumento sería mucho más fuerte. Directamente, no es una 
modificación unilateral lo que pretendemos, sino una aclaración sobre el alcance de la aplicación de la 
norma, y el criterio que manejamos es el mismo que evaluó el Ministerio en su comparecencia a la 
Comisión cuando dijo que lo recomendable es que los decretos reglamentarios se ajustaran a un 
criterio restrictivo en lo que refiere a los beneficios, sobre todo los fiscales, tributarios, etcétera. 


No tenemos ninguna duda de que en la medida en que no se vayan haciendo las advertencias que 
corresponden, después la presión política va a ser muy fuerte como para que se puedan tomar determinadas 
restricciones en la aplicación del convenio. Francamente creo que la presión va a ser en el sentido de que el 
criterio no sea restrictivo, sino todo lo contrario, por lo que seguramente para el Gobierno, que ya tiene un 
organismo internacional instalado aquí y gente que está aspirando a tener un beneficio, resultará muy difícil 
poder restringir su aplicación 


Insisto en el caso del Parlamento del MERCOSUR con un ejemplo y un antecedente muy claro. A un 
funcionario de la Secretaría de la Comisión Parlamentaria del MERCOSUR se le concedieron las franquicias 
tributarias y fiscales para adquisición de un vehículo. No era un funcionario internacional, no tenía derecho a 
tenerlas y, sin embargo, las tuvo. Y bueno, lamentablemente fue así. Entonces, yo creo que aquí más vale 
prevenir que curar, y hacemos la advertencia porque nos parece que sería bueno curarse en salud y establecer 
una cláusula, aunque fuese declarativa, para que el Gobierno del Uruguay tenga un respaldo a la hora de 
actuar y que, en caso de no poder modificar el convenio, pueda manejarse con el criterio más restrictivo 
posible. De lo contario, después, cuando empiecen a saberse las cosas, los responsables vamos a ser quienes 
aprobamos el tratado. 


SEÑOR CONDE.- Comparto la preocupación aunque creo que el riesgo está salvado porque vale la 
pena recordar -lo hemos puesto en el informe- que esta materia tiene un alto margen de regulación 
unilateral por parte del Estado que firma el acuerdo sede; tanto es así que estos asuntos están 
regulados por un decreto de nuestro propio Gobierno, del Gobierno uruguayo, concretamente, por el 
Decreto N” 99/986 y, si el Gobierno considera necesario hacer alguna especificación sobre el concepto 
de residencia - que de eso se trata esta discusión- puede hacerlo por vía de decreto, amparado en la ley 
de reforma tributaria que ya hemos votado. De modo que, en principio, el recurso legal está en manos 
del Gobierno uruguayo; lo que vamos a votar ahora no impide al Gobierno uruguayo agregar lo que 
quiera agregar. Esto, hablando desde el Gobierno de Uruguay. 


Ahora, desde el Parlamento del MERCOSUR lo que yo tendría que decir es lo que ya dije en la sesión 
pasada: esta propuesta de legislación sobre residencia fue presentada a la Mesa del Parlamento del 
MERCOSUR y fue recibida con apoyo. Por lo tanto, yo creo que hay posibilidades muy buenas, 
posibilidades políticas, de consensuarlo antes de que el Estado uruguayo lo legisle. Pero, si no se 
consensuara, el Estado uruguayo tendría, aún así, potestades para legislar. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a votar. 

(Se vota) 


Tres en seis: NEGATIVA. 


SEÑOR CONDE.- Nuestro informe ya está hecho. No sé si habrá uno o dos informes. 
(Diálogos) 
SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Abdala haría el otro informe. 


(Apoyados) 


SEÑOR SECRETARIO.- Quiero darles algunas informaciones a los señores Diputados Trobo y Abdala 
que no se encontraban presentes al inicio de la sesión. 


Tal como manifesté, el economista Cancela habló con el señor Diputado Varela Nestier y quedó en que iba a 
mandar por escrito la respuesta de lo que se le había solicitado en relación con aquel dinero. 


Por otra parte, el doctor Portillo, Director General de Asuntos Consulares va a hacer una reunión en el 
Cabildo el día viernes 14 a las 18 y 30 horas, porque es el cierre de los Consejos Consultivos. Me dijo que les 
mandó la invitación por mail, pero que no entraba el "attachment", aunque el señor Presidente me dice que a 
él sí le llegó. 


Ayer me comuniqué con el señor Lepra; quedó en contestarme, pero llegó a hablar con el Presidente de la 
Cámara. 


SEÑOR TROBO.- Me hubiese interesado tener la información hace ya un buen tiempo para poder 
agendar nuestra eventual participación en esta actividad de los Consejos Consultivos que, realmente, 
confieso no conocía. Me parece que es muy importante, es una actividad oficial, patrocinada por la 
Cancillería con los compatriotas del exterior, etcétera, y en la medida en que es un contacto difícil de 
sostener, la exclusividad de que esto lo manejen los funcionarios y la Cancillería en especial sin que 
nosotros podamos tener, inclusive, la asistencia de un asesor o de una persona que pueda seguir el 
tema, un tema tan fuertemente vinculado a esta Comisión, me extraña. Pero, bueno, lo mínimo que 
podemos pedir es que se nos informe. Parece un exclusivismo que puede llegar a considerarse en otros 
términos, mas duros. 


SEÑOR CONDE.- No tenemos inconveniente en suscribir el criterio de que se solicite un informe. 


SEÑOR TROBO.- Desde ya que al señor Portillo lo vamos a invitar a principios de la próxima 
Legislatura para que nos venga a informar. Después, lo que pido a los colegas del Gobierno, es 
sensibilidad para que podamos participar todos. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE (Martínez Huelmo).- La consideración del tercer punto queda agendada para 
la próxima sesión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


